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MAGISTRADO PONENTE: JOSE RAFAEL TINOCO

Adjunto a oficio Nº 6042 de fecha 27 de enero del 2000, el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas,  remitió a esta Sala el expediente contentivo de la incidencia surgida en el juicio seguido por el SINDICATO ÚNICO ORGANIZADO NACIONAL DE TRABAJADORES TRIBUNALICIOS Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA (SUONTRAT) contra el SINDICATO SUNEP-JUDICATURA  y FENATRAT, a fin de que la Sala se pronuncie acerca de la consulta de jurisdicción planteada por el Tribunal remitente.

En fecha 16 de febrero del 2000, se dio cuenta en Sala y, por auto de la misma fecha, se designó Ponente al Magistrado JOSE RAFAEL TINOCO, a los fines de decidir la consulta.

I

ANTECEDENTES

 


Mediante escrito de fecha 27 de septiembre de 1999, presentado ante  el Juzgado Décimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, la ciudadana Esperanza Hermida Moreno, titular de la cédula de identidad número 5.522.392, actuando con el carácter de Presidente del SINDICATO ÚNICO ORGANIZADO NACIONAL DE TRABAJADORES TRIBUNALICIOS Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA (SUONTRAT), organización sindical, inscrita por ante la Inspectoría Nacional de Trabajo, en fecha 16 de septiembre de 1991, bajo el Nº 1, folio 3, Tomo I, debidamente asistida por la abogada Elina Ramírez Reyes, inscrita en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el número 65.847, demandó al SINDICATO UNIÓN DE EMPLEADOS PÚBLICOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA (SUNEP-JUDICATURA) y a la FEDERACIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES TRIBUNALICIOS (FENATRAT), alegando que:

“...a pesar de que SUONTRAT introdujo ante el Ministerio del Trabajo, en fecha (...), su proyecto de la segunda convención colectiva de condiciones de trabajo, posteriormente las otras organizaciones mencionadas presentaron en fecha (...), un proyecto paralelo de convención colectiva para que supuestamente se discuta y negocie con ellos, sin que éstos posean la legalidad ni la cualidad para ello ...”

 Y en consecuencia, solicita al Tribunal declare que: 

“...el Sindicato Unico Organizado Nacional de Trabajadores Tribunalicios y del Consejo de la Judicatura (SUONTRAT), representa la mayoría absoluta de los trabajadores que conforman el Poder Judicial y Consejo de la Judicatura, y en consecuencia, es el único con cualidad y legalidad para negociar y celebrar convenciones colectivas con el Consejo de la Judicatura o cualquier otro ente que funja como patrono de los trabajadores del sector justicia”

Además, en dicha demanda solicitó que se dictase medida cautelar innominada y, en consecuencia, se ordenase al Ministerio del Trabajo la inmediata suspensión de cualquier trámite y sustanciación del proyecto de convención colectiva presentado en fecha 18 de junio de 1999, por las organizaciones sindicales demandadas.

Por auto de fecha 6 de octubre de 1999, el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el cual conoce por distribución, declaró inadmisible la presente acción y  ordenó remitir el expediente a la Dirección de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Ministerio del Trabajo, basándose en lo siguiente:

“...La Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo en su Artículo 1, conjuntamente con los Artículos 5 y 655 de la Ley Orgánica del Trabajo, determinan los asuntos contenciosos cuyo conocimiento sean competencia de los Tribunales del Trabajo, delimitado a su vez, la solución de otros conflictos jurídicos a la conciliación, el arbitraje y a los Organos Administrativos del Trabajo. En el libelo bajo estudio, observamos que el mismo trata de un conflicto entre sujetos sindicales y su legitimidad para negociar colectivamente, cuya materia la encontramos en el denominado Derecho Colectivo del Trabajo; en consecuencia, la tramitación de estas controversias se deben hacer de acuerdo a lo pautado en el Título VII de la Ley Orgánica del Trabajo, por disposición del Artículo 5 ejusdem. De igual manera, no le es dable a este Tribunal pronunciarse sobre la legitimidad sindical de alguna asociación: atribución conferida a los Órganos Administrativos del Trabajo, quienes están dotados por imperativo legal previsto en el Artículo 514 de la Ley Orgánica del Trabajo, de los medios de verificación de la legitimidad para negociar colectivamente. Con ese propósito el Reglamento Laboral, incorporó en su articulado la figura de referendum sindical para garantizar el derecho de las mayorías y la legitimación para celebrar contratos colectivos con las organizaciones más representativas, atribuyendo este mecanismo a los Organos Administrativos del Trabajo. Finalmente, la acción se fundamenta en lograr del Tribunal una declaración de certeza de un derecho o situación jurídica, basada en el Artículo 16 del Código de Procedimiento Civil, al respecto hay que agregar que la norma antes indicada, señala que: ‘...’. Cuestión que guarda una sistemática lógica con lo antes expuesto, pues los accionantes disponen de otros medios de solución de la controversia planteada ...” (Sic).

Mediante diligencia de fecha 8 de octubre de 1999, la parte demandante apeló de la antes mencionada sentencia.

Por auto de fecha 21 de octubre de 1999, el Juzgado a quo, vista la apelación ejercida por la actora, oyó la apelación en ambos efectos y acordó remitir el expediente al Juzgado Superior Distribuidor del Trabajo de esta Circunscripción Judicial.

El 1º de noviembre de 1999, el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas recibió el expediente y de conformidad con lo establecido en el artículo 517 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 118 eiusdem, ordenó dejar transcurrir cinco (5) días de despacho, para que las partes pudieran ejercer el derecho a solicitar la constitución del Tribunal con Asociados.

En sentencia de fecha 10 de enero del 2000, el Juzgado que conoce de la presente incidencia declaró la falta de jurisdicción del Tribunal Laboral para resolver la acción intentada en el presente asunto, expresando que la vía a seguir era la Administrativa y ordenó la consulta ante este Supremo Tribunal, de conformidad con lo establecido en los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil, en los términos siguientes:

“...Se comparte el criterio del a-quo cuando establece que: sic: ‘...’. En efecto, el artículo 145 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, establece: ‘Sic...Artículo 145: Representatividad, cuando se exigiere al empleador negociar colectivamente o se ejerciere el derecho al conflicto, la organización sindical solicitante, en su defecto, el sujeto colectivo legitimado, deberá representar a la mayoría absoluta de los trabajadores interesados, A estos fines, si el empleador negare la referida representatividad, el Inspector del Trabajo competente la determinará a través del procedimiento de referéndum sindical previsto en la Sección Quinta del Capítulo III del presente Título o, cuando ello no fuere posible o resultare inconveniente, por cualquier otro mecanismo de constatación siempre que garantice imparcialidad y confidencialidad (145).

En consecuencia, como quiera que la acción intentada persigue un pronunciamiento del Tribunal desde el punto de vista Jurídico y el artículo 16 del Código de Procedimiento Civil invocado por la propia demandante pauta:

(...omissis...)

Es obvio que no puede el Tribunal laboral pronunciarse al respecto, por cuanto el mismo no tiene jurisdicción para hacerlo, siendo la vía administrativa la que ha debido intentar la actora ...” (Sic).

 

II

ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN

 

 Para decidir la Sala observa: 

El artículo 514 de la Ley Orgánica del Trabajo establece:

 “514.- El patrono estará obligado a negociar y celebrar una convención colectiva de trabajo con el sindicato que represente la mayoría absoluta de los trabajadores bajo su dependencia. Si éstos realizan actividades correspondientes a profesiones diferentes, el sindicato profesional, para ejercer el derecho a que se refiere este artículo, deberá representar la mayoría absoluta de los trabajadores de la respectiva profesión”

Además, el artículo 145 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo establece expresamente que:

“Representatividad: Cuando se exigiere al empleador negociar colectivamente o se ejerciere el derecho al conflicto, la organización sindical solicitante o, en su defecto, el sujeto colectivo legitimado, deberá representar a la mayoría absoluta de los trabajadores interesados. A estos fines, si el empleador negare la referida representatividad, el Inspector del Trabajo competente la determinará a través del procedimiento de referéndum sindical previsto en la Sección  Quinta del Capítulo III del presente Título o, cuando ello no fuere posible o resultare inconveniente, por cualquier otro mecanismo de constatación siempre que garantice imparcialidad y confidencialidad (...)”

Evidenciándose así de las disposiciones legales antes transcritas, que para que sea válida la convención colectiva que se discutía en representación de trabajadores que conforman el Poder Judicial y el Consejo de la Judicatura, era necesario que el Sindicato que lo hiciera representara a la mayoría absoluta de los trabajadores y si, como expresa la actora, hay dos sindicatos más, además del que ella representa, discutiendo las mismas convenciones colectivas ante los entes respectivos, se debía, como lo ordena el artículo 145 del Reglamento de la Ley, solicitar ante la Inspectoría del Trabajo la determinación de la representatividad del sindicato legítimo, mediante el procedimiento de referéndum sindical, y así se declara.

Por otra parte, establecen los artículos 16 del Código de Procedimiento Civil y 655 de la Ley Orgánica del Trabajo:

“16. Para proponer la demanda el actor debe tener interés jurídico actual. Además de los casos previstos en la Ley, el interés puede estar limitado a la mera declaración de la existencia o inexistencia de un derecho o de una relación jurídica. No es admisible la demanda de mera declaración cuando el demandante puede obtener la satisfacción completa de su interés mediante una acción diferente”

“655.- Los asuntos contenciosos del Trabajo cuyo conocimiento, sustanciación y decisión no hayan sido atribuidos por esta Ley a la conciliación o al arbitraje o a las Inspectorías del Trabajo continuarán su tramitación en los Tribunales del Trabajo o Juzgados de Estabilidad Laboral previstos por esta Ley ...”

En lo que respecta a la solicitud de la parte actora, de que se declarase que es el único sindicato con cualidad y legalidad para negociar y celebrar convenciones colectivas, la manera más expedita para satisfacer el interés mero declarativo que demanda, no es precisamente la vía del Poder Judicial, a través de los órganos correspondientes, sino que la demandante puede obtener la satisfacción completa de su interés, a través del Organismo Administrativo, es decir, de las Inspectorías del Trabajo competentes, por el procedimiento de referéndum sindical antes mencionado, según expresamente lo establecen las disposiciones legales supra  transcritas. Así se declara.

 

III

DECISIÓN

 

En virtud de los razonamientos arriba expuestos, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara que corresponde a la DIRECCIÓN DE INSPECTORÍA NACIONAL Y ASUNTOS COLECTIVOS DEL MINISTERIO DEL TRABAJO, el conocimiento para decidir la presente acción interpuesta por el SINDICATO ÚNICO ORGANIZADO NACIONAL DE TRABAJADORES TRIBUNALICIOS Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA (SUONTRAT).

En consecuencia, se confirma la decisión del Tribunal a quo dictada en fecha 10 de enero del 2000.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al Juzgado de origen. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia a los trece (13) días del mes de junio del dos mil. Años 190º de la Independencia y 141º de la Federación. 

El Presidente,

 

CARLOS ESCARRÁ MALAVÉ


     

El Vicepresidente-Ponente,

 

JOSÉ RAFAEL TINOCO

 

LEVIS IGNACIO ZERPA

          Magistrado

 

La Secretaria,

 

  ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
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